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PALACIO LEGISLATIVO, A 29 DE MARZO DE 2021. 

 

Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario Judicial de 

la Federación correspondientes al mes de marzo de 2021. 

 

En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de 

marzo de 20211, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para la 

Unidad de Evaluación y Control: 

 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA 

PLENOS DE CIRCUITO 

AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE JALISCO. EL INFORME FINAL DE REVISIÓN DE LA 

CUENTA PÚBLICA QUE PROPONE FINCAR RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA Y/O 

CUANTIFICACIÓN PECUNIARIA, ES IMPUGNABLE A TRAVÉS DEL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO (LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR Y AUDITORÍA PÚBLICA DEL ESTADO DE 

JALISCO Y SUS MUNICIPIOS VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2017). 

 

RESPONSABILIDADES, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS   

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

INFORMACIÓN RESERVADA. EL ACCESO AL INCULPADO A LA INFORMACIÓN RELATIVA 

PARA LA IDENTIFICACIÓN DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN Y LA AUTORIDAD 

RESPONSABLE DE SU INTEGRACIÓN, NO OBSTRUYE LA PREVENCIÓN O PERSECUCIÓN DE 

LOS DELITOS, POR LO QUE NO PUEDE NEGARSE BAJO DICHO SUPUESTO PREVISTO EN EL 

ARTÍCULO 110, FRACCIÓN VII, DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA. 

 

DERECHO PARLAMENTARIO 

PLENOS DE CIRCUITO 

FISCAL GENERAL DEL ESTADO DE MICHOACÁN. SU ELECCIÓN POR PARTE DEL CONGRESO 

LOCAL ES UN ACTO SOBERANO E INDEPENDIENTE, RESPECTO DEL CUAL SE ACTUALIZA DE 

MANERA MANIFIESTA E INDUDABLE LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN LA 

FRACCIÓN VII DEL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE AMPARO. 

 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN  

ACTOS OMISIVOS. DETERMINACIÓN DE SU CERTEZA CUANDO SE RECLAMA EN AMPARO 

INDIRECTO EL NO EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE UNA AUTORIDAD. 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO  

EMPLAZAMIENTO. LA CONSTANCIA DE LA CLAVE ÚNICA DE REGISTRO DE POBLACIÓN 

(CURP), NO ES UN DOCUMENTO IDÓNEO PARA LA IDENTIFICACIÓN PLENA DEL 

DEMANDADO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO, APLICADA EN FORMA SUPLETORIA 

AL CÓDIGO DE COMERCIO). 

 
1 Los Semanarios se publicaron los días 5, 12, 19 y 26 de marzo de 2021. 
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CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO EN MATERIA PENAL. PARA DETERMINAR SI SE PRESENTÓ 

OPORTUNAMENTE, ES NECESARIO ANALIZAR LA CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN DEL ACTO 

RECLAMADO, Y CORROBORAR SI REÚNE LA CALIDAD DE DOCUMENTO PÚBLICO QUE 

SIRVA COMO BASE PARA DETERMINAR EL CONOCIMIENTO CIERTO Y DIRECTO DE LA 

SENTENCIA RECLAMADA Y, POR TANTO, ES APTA PARA EFECTUAR EL CÓMPUTO DEL PLAZO 

RESPECTIVO. 

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. PARA DETERMINAR LA OPORTUNIDAD DE SU 

PRESENTACIÓN CUANDO LA VÍCTIMA NO FUE RECONOCIDA COMO PARTE EN LA 

SEGUNDA INSTANCIA, Y EN LOS AUTOS DEL TOCA PENAL NO OBRA UNA CONSTANCIA DE 

NOTIFICACIÓN FEHACIENTE QUE DEMUESTRE QUE CONOCIÓ EL ACTO RECLAMADO, DEBE 

ATENDERSE A LA FECHA EN LA QUE MANIFESTÓ, BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD, SER 

SABEDORA DE ÉSTE. 

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN LÍNEA. AUN CUANDO SE INICIÓ EN FORMA FÍSICA, 

PUEDE CONTINUAR SU TRÁMITE BAJO DICHO ESQUEMA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 3o. 

DE LA LEY DE AMPARO, AUN CUANDO SE HAYA DICTADO SENTENCIA. 

PLAZO DE OCHO DÍAS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 117, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE 

AMPARO. SI AÚN NO TRANSCURRE EN SU INTEGRIDAD, EL JUEZ DE DISTRITO NO DEBE 

SOBRESEER EN EL JUICIO, NI SIQUIERA CON BASE EN LOS PRINCIPIOS DE CELERIDAD Y DE 

JUSTICIA PRONTA Y EXPEDITA. 

PRUEBA PERICIAL EN GRAFOSCOPÍA Y CALIGRAFÍA. SU DESAHOGO DEBE CONSTREÑIRSE A 

LO ESTRICTAMENTE ORDENADO POR EL JUEZ Y SÓLO DEBEN TOMARSE EN CUENTA, PARA 

EFECTO DEL COTEJO DE FIRMAS, LAS OFRECIDAS COMO INDUBITABLES, AUN CUANDO LA 

PARTE CONTRARIA DEL OFERENTE NO DESAHOGUE LA VISTA DE SU ADMISIÓN 

(LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 

PRUEBA PERICIAL EN GRAFOSCOPÍA Y CALIGRAFÍA. LAS FORMALIDADES QUE RIGEN SU 

DESAHOGO SALVAGUARDAN EL DERECHO DE AUDIENCIA DE LAS PARTES, PUES LES 

PERMITEN OBJETAR Y DEFENDERSE EN UN PLANO DE IGUALDAD Y CERTEZA (LEGISLACIÓN 

APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 

DESISTIMIENTO DEL RECURSO DE QUEJA EN EL AMPARO. SI EL ESCRITO RELATIVO Y EL DE SU 

RATIFICACIÓN SE PRESENTARON EN EL MÓDULO DE PROMOCIONES ELECTRÓNICAS DEL 

SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE), CON SU EVIDENCIA 

CRIPTOGRÁFICA, TIENE LOS EFECTOS DE HABERSE REALIZADO ANTE LA PRESENCIA 

JUDICIAL. 

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. NO CONSTITUYE UNA CAUSA 

MANIFIESTA E INDUDABLE EL HECHO DE QUE LA AUTORIDAD DE SEGUNDA INSTANCIA 

CONFIRME EL DESECHAMIENTO DE LAS PRUEBAS OFRECIDAS POR EL INCULPADO ANTE EL 

JUEZ DE ORIGEN, AL ACTUALIZARSE UNA EXCEPCIÓN A LA REGLA DERIVADA DEL ARTÍCULO 

107, FRACCIÓN V, EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 61, FRACCIÓN XXIII, AMBOS DE LA LEY 

DE AMPARO. 

RESPONSABILIDAD CIVIL DEL ABOGADO. LOS ACTOS QUE FRUSTREN EL CURSO DE LA 

ACCIÓN QUE SE OBLIGÓ A LITIGAR SON EN SÍ MISMOS DEMOSTRATIVOS DE UNA MALA 

PRAXIS LEGAL. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022872  

Instancia: Plenos de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de marzo de 2021 10:29 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: PC.III.A. J/99 A (10a.)  

 

AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE JALISCO. EL INFORME FINAL DE 
REVISIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA QUE PROPONE FINCAR 
RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA Y/O CUANTIFICACIÓN PECUNIARIA, 
ES IMPUGNABLE A TRAVÉS DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
(LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR Y AUDITORÍA PÚBLICA DEL ESTADO DE 
JALISCO Y SUS MUNICIPIOS VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2017). 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes al analizar si el informe final de 

revisión de la cuenta pública formulado por la Auditoría Superior del Estado de Jalisco que 

propone fincar responsabilidad administrativa y/o cuantificación pecuniaria, constituye o 

no una resolución definitiva impugnable a través del juicio contencioso administrativo local, 

llegaron a conclusiones diferentes. 

 

Criterio jurídico: El Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito determina que el 

informe final de revisión de la cuenta pública formulado por la Auditoría Superior del Estado 

de Jalisco, que propone fincar responsabilidad administrativa y/o cuantificación 

pecuniaria, dada su naturaleza jurídica, es impugnable a través del juicio contencioso 

administrativo. 

 

Justificación: Los artículos 35 Bis de la Constitución Política del Estado de Jalisco, en su texto 

anterior a las reformas de 2018 en materia del Sistema Estatal Anticorrupción, así como 113 

de la abrogada Ley de Fiscalización Superior y Auditoría Pública del Estado de Jalisco y sus 

Municipios, vigente hasta el 31 de diciembre de 2017, establecen expresamente que el 

juicio de nulidad ante el Tribunal de lo Administrativo, ahora Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado, es procedente en contra de las resoluciones sancionatorias y 

definitivas que sean emitidas por la Auditoría Superior del Estado en la revisión y examen de 

las cuentas públicas de las entidades auditadas. Luego, el informe final es la resolución 

definitiva con la que culmina el procedimiento de revisión y examen de las cuentas públicas 

de las entidades auditadas ante la Auditoría Superior del Estado, puesto que es la resolución 

en la que, precisamente, se fincan de manera directa responsabilidades, se imponen 

sanciones y se propone la determinación o liquidación de los créditos fiscales derivados de 
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la revisión y examen de la cuenta pública; lo que es congruente con el abrogado artículo 

67, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco, actual artículo 4, 

fracción I, inciso g), de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Jalisco, que esencialmente previenen que el Tribunal de lo Administrativo, actualmente 

Tribunal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de las resoluciones 

definitivas dictadas por cualquiera de las autoridades fiscales del Estado o municipales y de 

sus organismos fiscales autónomos, en las que se determine la existencia de una obligación 

fiscal, se fije ésta en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación, o cualquier otra 

clase de agravio en materia fiscal. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 8/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero, 

Tercero y Quinto, todos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 7 de diciembre de 

2020. Mayoría de cinco votos de los Magistrados Moisés Muñoz Padilla, Salvador Murguía 

Munguía, Jacob Troncoso Ávila, Roberto Charcas León y Oscar Naranjo Ahumada. 

Disidentes: René Olvera Gamboa y Juan José Rosales Sánchez, quienes formularon voto 

particular. Ponente: Moisés Muñoz Padilla. Secretarios: Carlos Abraham Domínguez Montero 

y Rafael Alejandro Tapia Sánchez. 

 

 

Criterios contendientes: 

 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, 

al resolver el amparo directo 347/2019, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 

59/2019. 

 

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 

8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta tesis forma 

parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 8/2020, resuelta por el Pleno en Materia 

Administrativa del Tercer Circuito. 

 

 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 

de marzo de 2021, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 

Plenario 16/2019. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022857  

Instancia: Plenos de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 19 de marzo de 2021 10:22 h  

Materia(s): (Común, Administrativa)  

Tesis: PC.XI. J/11 A (10a.)  

 

FISCAL GENERAL DEL ESTADO DE MICHOACÁN. SU ELECCIÓN POR PARTE 
DEL CONGRESO LOCAL ES UN ACTO SOBERANO E INDEPENDIENTE, 
RESPECTO DEL CUAL SE ACTUALIZA DE MANERA MANIFIESTA E 
INDUDABLE LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN LA FRACCIÓN 
VII DEL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE AMPARO. 
 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido la doctrina relativa a que 

cuando un órgano legislativo elige a un funcionario público de manera soberana, sin la 

intervención de algún ente ajeno y sin que pueda ser revisada o convalidada 

posteriormente por alguna otra autoridad del Estado, pese a seguir un procedimiento 

determinado por la norma, esa elección es inimpugnable a través del juicio de amparo, 

pues se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 61 de 

la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución General de la República, 

por lo que de acuerdo con el artículo 102 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Michoacán de Ocampo, que regula el procedimiento para la elección del 

fiscal general de la entidad, dicha designación es un acto soberano del Congreso del 

Estado de Michoacán porque en ésta sólo interviene dicho órgano legislativo, cuya 

decisión no requiere ser revisada ni convalidada por alguna otra autoridad. De ahí que 

cuando en un amparo se combaten la elección de dicho funcionario y el procedimiento 

respectivo, el juicio, de acuerdo con la citada doctrina del Máximo Tribunal del País, resulta 

notoria y manifiestamente improcedente y, por ende, debe desecharse la demanda sin 

necesidad de esperar al informe justificado, pruebas y alegatos, pues éstos no tendrán el 

alcance de cambiar la interpretación de la ley formulada por el citado órgano de control 

constitucional, ni desvirtuar el hecho de la elección soberana que se reclama. 

 

PLENO DEL DECIMOPRIMER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 3/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 

Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito y el Tercer Tribunal 

Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 8 de 

septiembre de 2020. Unanimidad de seis votos de los Magistrados Juan García Orozco, José 



 Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación 
Unidad de Evaluación y Control 

Dirección Jurídica para la Evaluación y Control 

 
“LXIV Legislatura de la Paridad de Género” 

 “2021, Año de la Independencia y la Grandeza de México”. 

 

Memorándum Número UEC/DJEC/M/075/2021 
 

Página 6 

Av. Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Alcaldía Venustiano Carranza, C.P. 15960. 

Ciudad de México. Edificio “G” nivel 2. Teléfono 5036 0000 Extensión 52220. 

Valle Hernández, Noé Herrera Perea, Mario Oscar Lugo Ramírez, Ulises Torres Baltazar y Jaime 

Uriel Torres Hernández. Ponente: José Valle Hernández. Secretaria: Martha Ríos Cortés. 

 

Criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del 

Décimo Primer Circuito, al resolver la queja 54/2019, y el diverso sustentado por el Tercer 

Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al 

resolver la queja 37/2019. 

 

 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de marzo de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 

de marzo de 2021, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 

Plenario 16/2019. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022783  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 05 de marzo de 2021 10:08 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: I.9o.P.293 P (10a.)  

 

INFORMACIÓN RESERVADA. EL ACCESO AL INCULPADO A LA INFORMACIÓN 
RELATIVA PARA LA IDENTIFICACIÓN DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN Y 
LA AUTORIDAD RESPONSABLE DE SU INTEGRACIÓN, NO OBSTRUYE LA 
PREVENCIÓN O PERSECUCIÓN DE LOS DELITOS, POR LO QUE NO PUEDE 
NEGARSE BAJO DICHO SUPUESTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 110, 
FRACCIÓN VII, DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA. 
 

Hechos: El quejoso realizó una petición en términos de los artículos 8o. y 20 constitucionales, 

en la que solicitó al Fiscal General de la República que de existir una averiguación previa o 

carpeta de investigación abierta en la que, en su caso, se le tuviera como probable 

responsable o sujeto a investigación, se le informara el número o identificación de ésta y la 

autoridad ministerial responsable de su integración. Ello, debido a que por información 

pública difundida en diversos medios de comunicación, supo que se le investigaba como 

probable responsable o partícipe en la comisión de hechos probablemente constitutivos 

de delito. Información que le resulta fundamental para ejercer sus derechos de audiencia 

y defensa adecuada. La responsable negó el otorgamiento de la información solicitada, 

bajo la hipótesis de reserva, en términos de los artículos 110, fracción VII, de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y octavo de los Lineamientos 

Generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para 

la elaboración de versiones públicas; contra dicha determinación el quejoso promovió 

juicio de amparo indirecto y el Juez de Distrito le negó la protección constitucional. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el acceso al inculpado 

a la información relativa para la identificación de la carpeta de investigación y la autoridad 

responsable de su integración, no obstruye la prevención o persecución de los delitos, por 

lo que no puede negarse bajo dicho supuesto previsto en el artículo 110, fracción VII, de la 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Justificación: El artículo 20, apartado B, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos reconoce el derecho fundamental de defensa de todo imputado en un 

proceso penal, incluida, desde luego, la fase de investigación, y asegura su adecuado 

ejercicio mediante la afirmación expresa del derecho a ofrecer pruebas y a conocer los 
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datos que sean necesarios para ejercerlo y que obren en el proceso. Por su parte, del 

diverso 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, se advierte que los registros de 

la investigación, así como todos los documentos, independientemente de su contenido o 

naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, 

son estrictamente reservados, por lo que únicamente la víctima u ofendido, su asesor 

jurídico, el imputado y su defensor (estos dos últimos cuando se haya dictado auto de 

vinculación a proceso, o bien el imputado se encuentre detenido, sea citado para su 

comparecencia o sea sujeto a un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista), 

podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones previstas en el mismo código y 

demás disposiciones aplicables. En este sentido, la reserva de información debe entenderse 

en relación con personas ajenas a la investigación, sin que el impedimento pueda hacerse 

extensivo al quejoso, que en el caso pudiera tener la calidad de imputado, en razón de la 

información que precisó bajo protesta de decir verdad en la demanda de amparo, lo que 

evidentemente son datos que conducen, al menos de manera indiciaria, a presumir una 

averiguación o carpeta de investigación. De ahí que la información solicitada no puede 

negarse bajo la hipótesis de que su publicación obstruye la prevención o persecución de 

los delitos, al no estar relacionada con la reserva de actuaciones o de los documentos que 

obran dentro de la averiguación previa o carpeta de investigación; máxime que al tener el 

quejoso la calidad de imputado, constitucionalmente tiene el derecho de desvirtuar la 

imputación que exista en su contra, precisamente al permitirle conocer los datos que sean 

necesarios para ejercerlo y que obren en la indagatoria o carpeta de investigación, 

cuando sea citado a comparecer. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 92/2020. 22 de octubre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Emma 

Meza Fonseca. Secretaria: María del Carmen Campos Bedolla. 

 

 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de marzo de 2021 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2022856  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 19 de marzo de 2021 10:22 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: III.2o.C.118 C (10a.)  

 

EMPLAZAMIENTO. LA CONSTANCIA DE LA CLAVE ÚNICA DE REGISTRO DE 
POBLACIÓN (CURP), NO ES UN DOCUMENTO IDÓNEO PARA LA 
IDENTIFICACIÓN PLENA DEL DEMANDADO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
JALISCO, APLICADA EN FORMA SUPLETORIA AL CÓDIGO DE COMERCIO). 
 

El emplazamiento del demandado al juicio natural constituye una formalidad esencial del 

procedimiento, por ser necesario para una adecuada defensa; de ahí que su falta de 

verificación o práctica defectuosa, se traduzca en una violación manifiesta a la ley que 

produce indefensión, pues se estaría ante la infracción procesal de mayor magnitud y de 

carácter más grave, dada su trascendencia en las demás formalidades del procedimiento, 

al afectar la oportunidad de alegar, ofrecer y desahogar pruebas. El artículo 1378 del 

Código de Comercio prevé lo relativo al emplazamiento realizado en forma personal con 

el directo demandado; sin embargo, al no encontrarse reglamentados en forma particular 

los requisitos que deben cumplirse cuando la diligencia se entiende personalmente con el 

demandado en el Estado de Jalisco, debe aplicarse en forma supletoria la codificación 

procesal civil local. Al respecto, el primer párrafo del artículo 112 del último cuerpo de leyes 

en cita, establece que cuando el emplazamiento se realice personalmente con el 

demandado, el servidor público judicial deberá cerciorarse de la identidad del mismo, en 

las formas previstas por el artículo 70 de esa legislación, a saber: 1. Manifestación de la 

autoridad judicial que practica la diligencia, en el sentido de que conoce al 

compareciente; 2. En caso de que no lo conozca, se cerciorará de su identidad, a través 

de algún documento oficial expedido por autoridades federales, estatales, municipales u 

organismos paraestatales, descentralizados o similares; y, 3. Si la autoridad no lo conoce y 

el compareciente no cuenta con algún documento oficial, en este caso, se dará 

intervención a dos testigos conocidos o identificados por aquél, que lo conozcan y 

certifiquen su identidad. Por tanto, la constancia de la Clave Única de Registro de 

Población (CURP), pese a que se trata de un documento oficial, por expedirse por la 

Secretaría de Gobernación, no resulta prueba idónea para lograr una identificación plena 

de quien lo porta, porque en el documento únicamente consta la clave (integrada por 

letras y números que forman el Registro Federal de Contribuyentes), el nombre de la 

persona, la fecha de inscripción, el número de folio y entidad de registro; empero, en su 

conformación oficial y material, no contiene datos de identificación o vinculación con la 

persona que lo porta, al no contar con la fotografía de a quien corresponde; por tanto, 



 Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación 
Unidad de Evaluación y Control 

Dirección Jurídica para la Evaluación y Control 

 
“LXIV Legislatura de la Paridad de Género” 

 “2021, Año de la Independencia y la Grandeza de México”. 

 

Memorándum Número UEC/DJEC/M/075/2021 
 

Página 11 

Av. Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Alcaldía Venustiano Carranza, C.P. 15960. 

Ciudad de México. Edificio “G” nivel 2. Teléfono 5036 0000 Extensión 52220. 

dicho documento, por sí mismo, no es suficiente y eficaz para generar la certeza indubitable 

de que la persona a cuyo favor fue expedido, realmente sea quien lo posee, al no contener 

elementos morfológicos de identidad para hacer el comparativo visual con la persona que 

lo exhibe; de lo que se concluye que, a efecto de cumplir con las formalidades de dicha 

diligencia, el actuario judicial debe cerciorarse plenamente con el documento idóneo de 

la identidad del demandado, o con cualquiera de las otras formas que dispone la ley, y si 

no se cumple con dichas exigencias, el llamamiento a juicio resulta ilegal y, por ende, debe 

concederse el amparo impetrado. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 364/2019. José Ignacio Flores Salazar. 12 de diciembre de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Jáuregui Quintero. Secretario: Armando Márquez 

Álvarez. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de marzo de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2022828  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de marzo de 2021 10:15 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: XXIV.2o.21 K (10a.)  

 

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO EN MATERIA PENAL. PARA DETERMINAR 
SI SE PRESENTÓ OPORTUNAMENTE, ES NECESARIO ANALIZAR LA 
CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN DEL ACTO RECLAMADO, Y CORROBORAR 
SI REÚNE LA CALIDAD DE DOCUMENTO PÚBLICO QUE SIRVA COMO BASE 
PARA DETERMINAR EL CONOCIMIENTO CIERTO Y DIRECTO DE LA 
SENTENCIA RECLAMADA Y, POR TANTO, ES APTA PARA EFECTUAR EL 
CÓMPUTO DEL PLAZO RESPECTIVO. 
 
Hechos: La quejosa interpuso recurso de reclamación contra el auto que desechó la 

demanda de amparo directo. El motivo del desechamiento fue porque, no obstante que 

aquélla se ostentó recién sabedora del acto reclamado, el presidente del Tribunal 

Colegiado de Circuito consideró que la demanda fue presentada de manera 

extemporánea, ya que así lo advirtió de una pretendida constancia de notificación del 

acto reclamado que obraba en los autos del toca de apelación; sin embargo, a pesar de 

que la quejosa ostentó el carácter de víctima en la causa penal de origen, no fue 

reconocida como parte en la segunda instancia de la cual emanó el acto reclamado. Ello, 

aunado a que la constancia de la notificación que pretendidamente se efectuó a la 

quejosa no contiene el nombre ni el cargo de servidor público alguno, los entresellos del 

expediente son irregulares, no se asentó ningún dato de la identificación oficial de la 

quejosa y la firma que a ésta se atribuye, a simple vista, presentó rasgos distintos de los que 

aparecen en la demanda. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito establece que para determinar si la 

demanda de amparo directo en materia penal se presentó de manera oportuna, es 

necesario analizar la constancia con la cual se notificó al quejoso el acto reclamado, y 

corroborar si reúne la calidad de documento público que sirva como base para determinar 

el conocimiento cierto y directo de la sentencia reclamada y, por tanto, si es apta para 

efectuar el cómputo del plazo respectivo. 

 

Justificación: Lo anterior, pues el artículo 129, párrafo segundo, del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, establece que la 

calidad de un documento público se demuestra por la existencia regular, sobre los 
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documentos, de los sellos, firmas u otros signos exteriores que, en su caso, prevengan las 

leyes; por consiguiente, toda actuación judicial, en tanto que es un documento público, 

debe observar las formalidades legales exigibles para cada caso y revestir el grado de 

certidumbre necesario que mediante dichas formalidades se busca garantizar –ello, en 

respeto a la certeza jurídica de los justiciables–, es decir, debe encontrarse redactada en 

términos que permitan generar convicción en cuanto a su certeza, veracidad y 

autenticidad, a cuyo efecto es indispensable que carezca de inconsistencias que hagan 

dudar sobre su origen. Lo anterior, en el entendido de que ello no implica resolver sobre la 

validez o nulidad de la notificación, sino que dicho ejercicio ponderativo responde, en 

exclusiva, a la necesidad insoslayable de contrastar el verdadero valor probatorio del 

documento frente a las circunstancias del caso, para determinar la eficacia o ineficacia 

probatoria de la constancia de mérito. De ahí que al no advertirse constancia fehaciente 

de que la peticionaria haya sido llamada a comparecer en la segunda instancia, la 

pretendida notificación carece de valor probatorio, la cual si bien no puede ser nulificada, 

adquiere el valor de indicio en términos del artículo 197 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CUARTO CIRCUITO. 

 

Recurso de reclamación 33/2019. 23 de octubre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 

Fernando Rochin García. Secretario: Irving Adrián Hernández Salcido. 

 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2022829  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de marzo de 2021 10:15 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: XXIV.2o.5 P (10a.)  

 

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. PARA DETERMINAR LA OPORTUNIDAD 
DE SU PRESENTACIÓN CUANDO LA VÍCTIMA NO FUE RECONOCIDA COMO 
PARTE EN LA SEGUNDA INSTANCIA, Y EN LOS AUTOS DEL TOCA PENAL NO 
OBRA UNA CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN FEHACIENTE QUE DEMUESTRE 
QUE CONOCIÓ EL ACTO RECLAMADO, DEBE ATENDERSE A LA FECHA EN LA 
QUE MANIFESTÓ, BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD, SER SABEDORA DE 
ÉSTE. 
 

Hechos: La quejosa víctima del delito promovió amparo directo contra la determinación de 

la Sala de revocar la sentencia condenatoria apelada por la sentenciada y por el Ministerio 

Público y, en su lugar, decretar la absolutoria, manifestando, bajo protesta de decir verdad, 

ser recién sabedora del acto reclamado; el presidente del Tribunal Colegiado de Circuito 

desechó de plano la demanda por extemporánea, con base en una pretendida 

constancia de notificación del acto reclamado que obraba en los autos del toca de 

apelación –la cual no contiene el nombre ni el cargo de servidor público alguno; además, 

los entresellos del expediente son irregulares, no se asentó dato alguno de la identificación 

oficial de la quejosa y la supuesta firma de ésta, a simple vista, presentó rasgos distintos de 

los que aparecen en la demanda–; resolución contra la cual la quejosa interpuso recurso 

de reclamación y, en sus agravios adujo que compareció ante el juzgado de primera 

instancia para que le proporcionara copia de la sentencia y, en ese momento, hicieron de 

su conocimiento que la Sala había absuelto a la sentenciada, sin que la responsable le 

hubiere reconocido la calidad de parte y, por tanto, notificado de la sustanciación del 

recurso de apelación ni de la resolución definitiva. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito establece que para determinar la 

oportunidad en la presentación de la demanda de amparo directo cuando la víctima no 

fue reconocida como parte en la segunda instancia, y en los autos del toca penal no obra 

una constancia de notificación fehaciente que demuestre que conoció el acto reclamado, 

debe atenderse a la fecha en la que manifestó, bajo protesta decir verdad, ser sabedora 

de éste. 
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Justificación: Lo anterior es así, en primer lugar, porque la pretendida constancia de 

notificación del acto reclamado que obra en autos, por las graves irregularidades que 

presenta –no contener el nombre ni el cargo de servidor público alguno; además, los 

entresellos del expediente son irregulares, no se asentó dato alguno de la identificación 

oficial de la quejosa y la firma que a ésta se atribuye, a simple vista, presentó rasgos distintos 

de los que aparecen en la demanda– genera incertidumbre respecto a su valor probatorio 

pleno y autenticidad, por lo que no puede considerarse una base cierta para iniciar el 

cómputo del plazo para la presentación de la demanda de amparo directo, pues dicha 

constancia de notificación debe observar las formalidades legales y revestir el grado de 

certidumbre necesarios, es decir, encontrarse redactada en términos que permitan generar 

convicción en cuanto a su certeza, veracidad y autenticidad, para lo cual es indispensable 

que carezca de inconsistencias que hagan dudar sobre su origen. En contraste, dicha 

constancia carece de valor probatorio pleno, al no colmar los requisitos mínimos de validez 

para atribuirle la calidad de documento público. Por ende, la pretendida notificación se 

reduce a un mero indicio cuyo valor probatorio no es apto para acreditar el conocimiento 

directo y completo del acto reclamado que se atribuyó a la quejosa en el auto de 

presidencia recurrido, por lo que tampoco sirve como base cierta para iniciar el cómputo 

legal de quince días previsto en el artículo 17 de la Ley de Amparo. En segundo lugar, 

porque a la quejosa, al no ser parte formal ni material en la segunda instancia, no le son 

oponibles las cargas procesales de quien sí tuvo reconocido ese carácter antes y después 

de la emisión de la sentencia reclamada, como fueron, en exclusiva, los dos apelantes, a 

saber, la sentenciada y el Ministerio Público. En efecto, si bien es cierto que la parte que no 

esté conforme con la notificación del acto que pretende combatir en amparo directo, 

tiene la carga procesal de impugnarla mediante el incidente de nulidad, también lo es que 

ello no acontece cuando la parte quejosa aún no está vinculada ni incorporada 

formalmente a la relación jurídico-procesal de la cual emanó el acto reclamado, de 

manera que debiera interponer el medio ordinario de defensa que procediere, máxime 

cuando es altamente previsible que no sería fructífero hacerlo, por estar reservada dicha 

facultad para las partes. Es así, pues sólo la calidad de parte es lo que faculta a una persona 

para intervenir en un proceso y, además, irroga al interesado el deber jurídico, en defensa 

de su propio interés, de vigilar su debida prosecución, precisamente, a fin de estar en 

posibilidad de impugnar aquellas actuaciones que podrían perjudicarle, de manera 

oportuna, haciendo uso de los medios legales ordinarios de defensa. En consecuencia, de 

conformidad con las reglas previstas en el artículo 17 de la ley de la materia mencionado, 

debe tomarse como base para realizar el cómputo respectivo el día en el que, bajo 

protesta de decir verdad, la quejosa manifestó haberse hecho sabedora de la sentencia 

reclamada, lo cual ocurrió, según se advierte de la demanda de amparo, cuando 

compareció ante el juzgado de primera instancia a solicitar copias de aquélla. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CUARTO CIRCUITO. 

 

Recurso de reclamación 33/2019. 23 de octubre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 

Fernando Rochin García. Secretario: Irving Adrián Hernández Salcido. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa jurisprudencial 

1a./J. 77/2015 (10a.), de título y subtítulo: "VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO. FORMA DE 

COMPUTAR EL PLAZO PARA QUE PROMUEVA AMPARO DIRECTO CONTRA LA SENTENCIA DE 

SEGUNDA INSTANCIA QUE CONFIRMA UN FALLO ABSOLUTORIO CUANDO LA LEY NO LE 

RECONOCE EL CARÁCTER DE PARTE EN EL RECURSO DE APELACIÓN PARA INTERVENIR EN ÉL.", 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de diciembre de 2015 

a las 11:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 

Libro 25, Tomo I, diciembre de 2015, página 241, con número de registro digital: 2010680. 

 

 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2022760  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 05 de marzo de 2021 10:08 h  

Materia(s): (Administrativa, Común)  

Tesis: 1a. IV/2021 (10a.)  

 

ACTOS OMISIVOS. DETERMINACIÓN DE SU CERTEZA CUANDO SE RECLAMA 
EN AMPARO INDIRECTO EL NO EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE UNA 
AUTORIDAD. 
 

Hechos: En una demanda de amparo indirecto se impugnó la omisión del Instituto Nacional 

de Estadística y Geografía (INEGI) de ejercer sus facultades de recabar y emitir información 

estadística sobre asentamientos humanos informales o irregulares. 

 

Criterio jurídico: Para determinar la existencia o certeza de los actos consistentes en la 

omisión de una autoridad de ejercer alguna de las facultades que se estime le 

corresponden es suficiente advertir, someramente, la coherencia o viabilidad del 

argumento respectivo en relación con el marco jurídico general que rija la actuación de la 

autoridad a la que se atribuya la referida omisión. 

 

Justificación: Lo anterior es así, porque el estudio sobre la certeza de los actos reclamados 

no debe propiciar denegación de justicia al involucrar en ese análisis el estudio del fondo 

del asunto, lo que podría ocurrir cuando se pretenda corroborar con precisión si la 

autoridad a la que se atribuyan actos omisivos cuenta o no con las facultades para 

ejercerlos. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo en revisión 635/2019. Un Techo para mi País México, A.C. 17 de junio de 2020. Cinco 

votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó 

su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 

derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 

concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 

formular voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio 

Rangel Argüelles. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de marzo de 2021 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 

  



 Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación 
Unidad de Evaluación y Control 

Dirección Jurídica para la Evaluación y Control 

 
“LXIV Legislatura de la Paridad de Género” 

 “2021, Año de la Independencia y la Grandeza de México”. 

 

Memorándum Número UEC/DJEC/M/075/2021 
 

Página 18 

Av. Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Alcaldía Venustiano Carranza, C.P. 15960. 

Ciudad de México. Edificio “G” nivel 2. Teléfono 5036 0000 Extensión 52220. 

INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022760  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 05 de marzo de 2021 10:08 h  

Materia(s): (Administrativa, Común)  

Tesis: 1a. IV/2021 (10a.)  

 

ACTOS OMISIVOS. DETERMINACIÓN DE SU CERTEZA CUANDO SE RECLAMA 
EN AMPARO INDIRECTO EL NO EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE UNA 
AUTORIDAD. 
 

Hechos: En una demanda de amparo indirecto se impugnó la omisión del Instituto Nacional 

de Estadística y Geografía (INEGI) de ejercer sus facultades de recabar y emitir información 

estadística sobre asentamientos humanos informales o irregulares. 

 

Criterio jurídico: Para determinar la existencia o certeza de los actos consistentes en la 

omisión de una autoridad de ejercer alguna de las facultades que se estime le 

corresponden es suficiente advertir, someramente, la coherencia o viabilidad del 

argumento respectivo en relación con el marco jurídico general que rija la actuación de la 

autoridad a la que se atribuya la referida omisión. 

 

Justificación: Lo anterior es así, porque el estudio sobre la certeza de los actos reclamados 

no debe propiciar denegación de justicia al involucrar en ese análisis el estudio del fondo 

del asunto, lo que podría ocurrir cuando se pretenda corroborar con precisión si la 

autoridad a la que se atribuyan actos omisivos cuenta o no con las facultades para 

ejercerlos. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo en revisión 635/2019. Un Techo para mi País México, A.C. 17 de junio de 2020. Cinco 

votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó 

su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 

derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 

concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 

formular voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio 

Rangel Argüelles. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de marzo de 2021 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN LÍNEA. AUN CUANDO SE INICIÓ EN 
FORMA FÍSICA, PUEDE CONTINUAR SU TRÁMITE BAJO DICHO ESQUEMA, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 3o. DE LA LEY DE AMPARO, AUN CUANDO SE 
HAYA DICTADO SENTENCIA. 

 
Hechos: El autorizado del quejoso solicitó que se siguiera tramitando el juicio de amparo 

indirecto en línea. El Juez de Distrito no acordó de conformidad su petición, porque se inició 

de manera física, y ya se había dictado sentencia, por lo que no existían condiciones para 

su continuación electrónica. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito establece que el juicio de amparo 

indirecto iniciado de manera física puede continuar su trámite en línea en términos del 

artículo 3o. de la Ley de Amparo, aun cuando se haya dictado sentencia. 

 

Justificación: Lo anterior, porque dicho precepto prevé la posibilidad de actuar ante el 

Poder Judicial de la Federación, mediante el empleo de las tecnologías de la información, 

utilizando la firma electrónica. Asimismo, del artículo 2, fracciones IV y V, del Acuerdo 

General 13/2020, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo al esquema de 

trabajo y medidas de contingencia en los órganos jurisdiccionales por el fenómeno de salud 

pública derivado del virus Covid-19 (que regía al momento en que se emitió el auto 

recurrido), se advierte que no es obstáculo para continuar con el juicio en línea, que el 

trámite del amparo se haya iniciado de manera física, ello por las medidas de 

distanciamiento social que permiten prevenir y proteger la salud de los trabajadores y el 

público en general y del esquema para asegurar la continuidad de las actividades. De igual 

forma, debe tenerse presente que el juicio de amparo consta de tres etapas, la previa a 

juicio, la de juicio y la de ejecución. Por tanto, si bien es cierto que ya se dictó sentencia, 

también lo es que el proceso sigue, pues se encuentra pendiente la etapa de ejecución. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Queja 86/2020. 22 de octubre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Paredes 

Calderón. Secretaria: Yoalli Trinidad Montes Ortega. 
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Nota: El Acuerdo General 13/2020, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo 

al esquema de trabajo y medidas de contingencia en los órganos jurisdiccionales por el 

fenómeno de salud pública derivado del virus Covid-19 citado, aparece publicado en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de agosto de 2020 a las 10:15 horas y en 

la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 77, Tomo VII, 

agosto de 2020, página 6630, con número de registro digital: 5474. 

 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 05 de marzo de 2021 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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PLAZO DE OCHO DÍAS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 117, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY DE AMPARO. SI AÚN NO TRANSCURRE EN SU 
INTEGRIDAD, EL JUEZ DE DISTRITO NO DEBE SOBRESEER EN EL JUICIO, NI 
SIQUIERA CON BASE EN LOS PRINCIPIOS DE CELERIDAD Y DE JUSTICIA 
PRONTA Y EXPEDITA. 
 

Hechos: El juzgador de amparo al celebrar la audiencia constitucional determinó sobreseer 

en el juicio, con fundamento en el artículo 63, fracción IV, de la Ley de Amparo, aun cuando 

no había transcurrido en su integridad el plazo señalado en el artículo 117, párrafo segundo, 

de la propia ley, bajo el argumento de que la sentencia se emitía acorde con los principios 

fundamentales establecidos en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, a fin de resolver el asunto de manera pronta y expedita, con el objeto 

de evitar dilaciones innecesarias; además de que no se dejaba en estado de indefensión 

al quejoso, toda vez que contaba con los medios de defensa respectivos; sobreseimiento 

que fue recurrido mediante el recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que si aún no transcurre en 

su integridad el plazo de ocho días que como mínimo debe mediar entre la fecha de 

notificación al quejoso del informe justificado y la de celebración de la audiencia 

constitucional, previsto en el artículo 117, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, el Juez de 

Distrito no tiene facultad para sobreseer en el juicio, ni siquiera con base en los principios de 

celeridad y de justicia pronta y expedita. 

 

Justificación: Lo anterior, en virtud de que el artículo 117, párrafo segundo, mencionado 

establece que entre la notificación de la vista de los informes justificados y la celebración 

de la audiencia constitucional debe mediar un plazo no menor al de ocho días, a fin de 

que las partes tengan oportunidad de conocer con la anticipación necesaria el informe y 

la documentación proporcionados por la responsable para, en su caso, debatir su 

contenido. De ahí que el Juez de amparo no esté facultado para disminuirlo, ni aun bajo la 

justificación de los principios de celeridad y de justicia pronta y expedita, previstos en el 

artículo 17 de la Constitución General, ni el argumento de que el quejoso cuenta con el 

recurso correspondiente, en virtud de que tratándose de plazos, debe sujetarse a ellos, por 
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encontrarse establecido en la ley de la materia y no existir facultad para que los juzgadores 

lo reduzcan, pues éstos se relacionan con la funcionalidad y el alcance que el legislador 

imprimió a la norma, y fijar términos diversos contraviene los derechos a una defensa 

adecuada y a un recurso efectivo que, si bien ninguno está por encima del otro, deben 

armonizarse.  

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 104/2020. 29 de octubre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 

Ricardo Paredes Calderón. Secretaria: Angélica Rodríguez Gómez. 

 

 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de marzo de 2021 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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PRUEBA PERICIAL EN GRAFOSCOPÍA Y CALIGRAFÍA. SU DESAHOGO DEBE 
CONSTREÑIRSE A LO ESTRICTAMENTE ORDENADO POR EL JUEZ Y SÓLO 
DEBEN TOMARSE EN CUENTA, PARA EFECTO DEL COTEJO DE FIRMAS, LAS 
OFRECIDAS COMO INDUBITABLES, AUN CUANDO LA PARTE CONTRARIA 
DEL OFERENTE NO DESAHOGUE LA VISTA DE SU ADMISIÓN (LEGISLACIÓN 
APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 

Cuando con motivo de la objeción de falsedad de un documento se ofrece la prueba 

pericial en grafoscopía y caligrafía, y la autoridad judicial, con base en lo señalado por las 

partes, establece las firmas que servirán de base para el cotejo, el o los peritos deberán 

rendir su dictamen exclusivamente con base en esos elementos señalados y autorizados 

como indubitados. No es obstáculo a lo anterior que la parte contraria del oferente no 

hubiera desahogado la vista con la admisión de la pericial y, por ende, no señalara perito 

de su parte ni ampliara el cuestionario respectivo, pues el procedimiento previsto en los 

artículos 345 y 386 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable 

para la Ciudad de México, garantiza la transparencia y da certeza a las partes de la forma 

en que habrá de desahogarse la prueba pericial ofrecida con motivo de una objeción de 

falsedad de documento. Por ello, una vez que se admite y ordena el desahogo de la 

prueba pericial, las partes tienen la certeza de que ésta se deberá desahogar en los 

estrictos términos en que fue ordenado; de ahí que si los peritos desatienden esa instrucción, 

ello será en demérito de los derechos de defensa y contradicción de las partes, lo cual, 

evidentemente, debe tener impacto en la valoración que de esa prueba se haga. En 

consecuencia, el desahogo de la prueba pericial debe constreñirse a lo estrictamente 

ordenado por el Juez y sólo deben tomarse en cuenta, para efecto del cotejo de firmas, 

las ofrecidas como indubitables. 

 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 247/2020. Juan Vega Pineda y otra. 26 de octubre de 2020. Unanimidad de 

votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Miriam Aidé García González. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación.  
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PRUEBA PERICIAL EN GRAFOSCOPÍA Y CALIGRAFÍA. LAS FORMALIDADES 
QUE RIGEN SU DESAHOGO SALVAGUARDAN EL DERECHO DE AUDIENCIA DE 
LAS PARTES, PUES LES PERMITEN OBJETAR Y DEFENDERSE EN UN PLANO 
DE IGUALDAD Y CERTEZA (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO). 
 

El desahogo de la pericial en grafoscopía y caligrafía se debe basar en documentos 

indubitables y carece de trascendencia si las firmas que servirán de cotejo se asentaron 

antes o después de la firma o firmas cuestionadas. El artículo 343 del Código de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, dispone 

expresamente los documentos que pueden considerarse indubitables. Ahora, para 

salvaguardar los principios de equidad, igualdad, publicidad y contradicción que rigen en 

el procedimiento judicial y, específicamente, el derecho a probar y contraprobar, los 

artículos 345 y 386 del citado código establecen que: 1. Las partes pueden objetar un 

documento privado o uno público que carezca de matriz, cuando se niegue o se ponga 

en duda su autenticidad; y, 2. La parte que redarguye de falso un documento debe: a) 

Indicar específicamente los motivos en que sustenta la objeción; b) Ofrecer las pruebas 

para demostrarla; c) Precisar los documentos indubitables para el cotejo; y, d) Promover la 

prueba pericial correspondiente. Conforme a lo anterior, la legislación procesal aplicable 

protege el principio de certeza jurídica y el equilibrio entre las partes al regular los requisitos 

básicos para desahogar la prueba pericial con motivo de una objeción de falsedad de un 

documento. De esa forma, la observancia de los referidos requisitos esenciales salvaguarda 

las formalidades esenciales del procedimiento y, por ende, el derecho de audiencia de las 

partes para poder objetar y defenderse en un plano de igualdad y certeza. Ello es así, 

porque las formalidades previstas en los artículos 345 y 386 citados, permiten que la parte 

contraria de quien formula la objeción de falsedad pueda: 1. Ejercer su derecho de 

contradicción; 2. Decidir si señala o no perito de su parte y, en su caso, si amplía el 

cuestionario respectivo; y, 3. Decidir permanecer inactivo y conformarse, expresa o 

tácitamente, con la forma en que habrá de desahogarse la prueba pericial, con la plena 

certeza de que será en la forma expresamente ordenada por la autoridad judicial. De esa 

manera, el procedimiento previsto en los artículos referidos garantiza transparencia y da 
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certeza a las partes de la forma en que habrá de desahogarse la prueba pericial ofrecida 

con motivo de una objeción de falsedad de documento. 

 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 247/2020. Juan Vega Pineda y otra. 26 de octubre de 2020. Unanimidad de 

votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Miriam Aidé García González. 

 

 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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DESISTIMIENTO DEL RECURSO DE QUEJA EN EL AMPARO. SI EL ESCRITO 
RELATIVO Y EL DE SU RATIFICACIÓN SE PRESENTARON EN EL MÓDULO DE 
PROMOCIONES ELECTRÓNICAS DEL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO 
DE EXPEDIENTES (SISE), CON SU EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA, TIENE LOS 
EFECTOS DE HABERSE REALIZADO ANTE LA PRESENCIA JUDICIAL. 

 
Hechos: El defensor particular del quejoso presentó en el Sistema Integral de Seguimiento 

de Expedientes (SISE), según su evidencia criptográfica, el desistimiento del recurso de 

queja interpuesto contra el desechamiento de plano de la demanda de amparo; por auto 

de presidencia de este tribunal se ordenó requerir al recurrente para que manifestara si lo 

ratificaba, apercibido que, de no hacerlo, se continuaría con el trámite del asunto. Por 

escrito recibido en el módulo de promociones electrónicas del propio SISE, según su 

evidencia criptográfica, se cumplió el requerimiento. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el desistimiento del 

recurso de queja en el amparo, al haber presentado el defensor del quejoso el escrito 

relativo y el de su ratificación en el módulo de promociones electrónicas del Sistema Integral 

de Seguimiento de Expedientes (SISE), con su evidencia criptográfica, tiene los efectos de 

haberse realizado ante la presencia judicial. 

 

Justificación: Lo anterior, pues de acuerdo con los artículos 1, 3, 4, 5, 10, 12, incisos b) y f) y 

13, inciso d), del Acuerdo General Conjunto Número 1/2013, de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y del Consejo 

de la Judicatura Federal, relativo a la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la 

Federación (FIREL) y al expediente electrónico, y 5, 54, 55, 58, 59, 60, 62, 64, 67, 75 y 76 del 

Acuerdo General Conjunto 1/2015, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del 

Consejo de la Judicatura Federal, que regula los servicios tecnológicos relativos a la 

tramitación electrónica del juicio de amparo, las comunicaciones oficiales y los procesos 

de oralidad penal en los Centros de Justicia Penal Federal, en relación con el artículo 3o. 

de la Ley de Amparo, la tramitación de los juicios permite el empleo de las tecnologías de 

la información, utilizando la "firma electrónica", que es el medio de ingreso al sistema 
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electrónico del Poder Judicial de la Federación, y producirá los mismos efectos jurídicos que 

la firma autógrafa, como opción para enviar y recibir promociones, documentos, 

comunicaciones y notificaciones oficiales, así como consultar acuerdos, resoluciones y 

sentencias relacionadas con los asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales, por 

lo que cada documento electrónico que se reciba debe contener la evidencia 

criptográfica de la firma electrónica, ya que por medio de ésta se muestran el nombre del 

autor del documento, así como la manifestación de la voluntad del promovente que realiza 

actos procesales para instar al órgano jurisdiccional de amparo; de ahí que se considere 

debidamente ratificado el desistimiento ante la presencia judicial. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Queja 113/2020. 19 de noviembre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Daniel Guzmán 

Aguado, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo 

de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: Hugo 

Morales de la Rosa. 

 

Nota: Los Acuerdos Generales Conjuntos Número 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo a la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la 

Federación (FIREL) y al expediente electrónico y 1/2015, de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, que regula los servicios tecnológicos 

relativos a la tramitación electrónica del juicio de amparo, las comunicaciones oficiales y 

los procesos de oralidad penal en los Centros de Justicia Penal Federal citados, aparecen 

publicados en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 

XXII, Tomo 2, julio de 2013, página 1667 y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libro 25, Tomo II, diciembre de 2015, página 1393, con números 

de registro digital: 2361 y 2794, respectivamente. 

 

 

 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. NO CONSTITUYE 
UNA CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE EL HECHO DE QUE LA AUTORIDAD 
DE SEGUNDA INSTANCIA CONFIRME EL DESECHAMIENTO DE LAS PRUEBAS 
OFRECIDAS POR EL INCULPADO ANTE EL JUEZ DE ORIGEN, AL 
ACTUALIZARSE UNA EXCEPCIÓN A LA REGLA DERIVADA DEL ARTÍCULO 
107, FRACCIÓN V, EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 61, FRACCIÓN XXIII, 
AMBOS DE LA LEY DE AMPARO. 
 

Hechos: En la causa tramitada bajo las disposiciones del sistema procesal penal mixto, la 

defensa del inculpado –quejoso– ofreció como prueba el informe a cargo de diversas 

instituciones financieras ante el Juez de instrucción, quien la desechó por considerarla 

extemporánea; decisión que fue confirmada por el ad quem al resolver el recurso de 

apelación, y contra dicha determinación el quejoso promovió juicio de amparo indirecto 

en el que se desechó de plano la demanda por considerar que se actualizaba una causa 

manifiesta e indudable de improcedencia. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito establece que no constituye una causa 

manifiesta e indudable de improcedencia, el hecho de que la autoridad de segunda 

instancia confirme el auto que desecha las pruebas ofrecidas por el inculpado ante el Juez 

de origen, al actualizarse una excepción a la regla derivada del artículo 107, fracción V, en 

relación con el diverso 61, fracción XXIII, ambos de la Ley de Amparo, relativa a que el juicio 

en la vía indirecta es improcedente contra actos en juicio que no sean de imposible 

reparación. 

 

Justificación: Conforme al artículo 107, fracción V, citado, el juicio en la vía indirecta 

procede contra actos en juicio que sean de imposible reparación, entendiéndose por éstos 

los que afecten materialmente derechos sustantivos; así, la no admisión de pruebas, por 

regla general, no es un acto dentro de juicio de ejecución irreparable, pues no tiene por 

efecto agraviar materialmente derechos sustantivos del imputado, como el de defensa, 

sino que se trata de una actuación procesal susceptible de apelarse y de invocarse como 

violación procesal en amparo directo, siempre que esa no admisión trascienda al resultado 

del fallo, momento procesal en que podría verse la afectación al derecho sustantivo de 
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defensa adecuada. Sin embargo, se estima que una excepción a esa regla general se 

actualiza cuando la autoridad jurisdiccional de segunda instancia confirma el auto que 

desecha pruebas ofrecidas por el procesado, ya que causa un daño irreparable al 

inculpado que le produce indefensión, pues de no obtener resolución favorable al 

impugnar en amparo directo esa determinación, de otorgarse la protección constitucional 

por considerar que el desechamiento constituye una violación procesal, esa concesión no 

tendría el alcance –al ordenarse la reposición del procedimiento– de compeler al Juez de 

la causa a que procediera a la admisión y desahogo de las pruebas desechadas, vía 

confirmación, por decisión de la Sala, ya que al tratarse de diversa instancia, subsistiría la 

resolución de alzada. 

 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Queja 93/2020. 22 de octubre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Lilia Mónica López 

Benítez. Secretario: Enrique Velázquez Martínez. 

 

 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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RESPONSABILIDAD CIVIL DEL ABOGADO. LOS ACTOS QUE FRUSTREN EL 
CURSO DE LA ACCIÓN QUE SE OBLIGÓ A LITIGAR SON EN SÍ MISMOS 
DEMOSTRATIVOS DE UNA MALA PRAXIS LEGAL. 
 

Como profesionales del derecho, los abogados están sujetos a altos estándares de 

actuación impuestos por las leyes que rigen su actividad profesional, así como por la lex 

artis, esta última referida a la obligación de actuar ética y diligentemente en la prestación 

de su servicio profesional, lo que para los procuradores y patronos se traduce en la defensa 

de los intereses de sus clientes con la misma prudencia y diligencia con la que otros colegas 

se conducirían en similares circunstancias, es decir, acorde a las pautas de actuación 

ordinariamente establecidas por el gremio, incluido lo ético, de modo que la falla a éstas 

puede ser objeto de reclamación en un juicio de responsabilidad civil por mala praxis legal. 

Ahora bien, dada la pluralidad indeterminada de conductas (actos u omisiones) que 

pueden llegar a demandarse como mala praxis, debe considerarse que hay casos en que 

la conducta reprochada es en sí misma demostrativa de negligencia o impericia frente a 

los deberes legales y éticos antes referidos, precisamente, porque su sola realización (u 

omisión) es reveladora de ello, como cuando el abogado postulante pierde la oportunidad 

de ejercer una pretensión o interponer algún medio de impugnación, presenta escritos sin 

firma o ante autoridades equivocadas, pierde o extravía los documentos proporcionados 

por el cliente o cualquier medio de prueba, emplea formatos con hechos o información 

que ninguna vinculación tiene con el objeto del litigio, omite reclamar prestaciones 

consustanciales a la causa de pedir, no informa oportunamente al cliente el requerimiento 

judicial de ratificación de alguna promoción y, en general, cualquier conducta de acción 

u omisión dañosa que pudo prevenirse o evitarse con un mínimo de diligencia en la 

prestación de los servicios legales, en contravención a lo expresamente estipulado por el 

artículo 33 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5o. Constitucional, Relativo al Ejercicio de 

las Profesiones en la Ciudad de México, que obliga al profesionista a poner todos sus 

conocimientos científicos y recursos técnicos al servicio de su cliente y al desempeño del 

trabajo convenido. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo directo 94/2020. Alejandro Neda Landázuri. 3 de julio de 2020. Unanimidad de 

votos. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Jaime Murillo Morales. 

 

 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 

 


